
 
LA USURPACION, EL DELITO INEXISTENTE 

 

Juan Miguel Vargas Girón……….. 
…………....… 

A la memoria de mi padre, antiguo cooperativista de 

vivienda de Huachipa, persona cabal, quien vendió su 

terreno que nunca más volvió a pisar, y por el simple  

hecho de figurar como Tesorero de la Cooperativa fue 

víctima de una injusta condena por delito de usurpación 

agravada. 

 

I.- JUSTIFICACIÓN 
 
El presente trabajo resulta motivado por las experiencias vividas en nuestro 
desempeño como Juez Superior de la Sala Mixta Transitoria de Ate1, más 
conocida como la Jurisdicción de Lima Este. Y es que no es novedad, que el 
Valle del Rímac, es una zona donde el derecho de propiedad, si bien es cierto 
ha sido debidamente anotado en los libros registrales desde inicios del Siglo 
XX2, cuenta con extensas áreas de terreno cuya propiedad formal eclosionó 
con la Reforma Agraria, donde extensos fundos pasaron formalmente a manos 
del Estado, pero éste en muchos casos no regularizó su derecho de propiedad, 
sino solo de manera administrativa, superponiendo en partidas registrales 
antiguas que se han mantenido vigentes y coexistentes con inscripciones de 
origen administrativo suscitadas por la Ley de Reforma Agraria, que han ido 
generando islas rústicas en las que el derecho de los antiguos propietarios se 
ha mantenido vigente y coexistente con los derechos generados a favor de los 
posesionarios beneficiarios de la Ley de Reforma Agraria, o de quienes 
recibieron de estos últimos su derecho de posesión.  
 
Este caos predial, común en la zona, tiene un ingrediente especial, que es la de 
ser  una zona de fuerte expansión urbana dada su especial configuración de 
ser un Cono estrictamente delimitado por la cuenca del Rio Rímac, la cual 
conforme asciende a los Andes, se estrecha de manera angustiosa, suscitando 
un especial interés y creciente costo en su ocupación. 
 
II.- PROBLEMÁTICA ESPECÍFICA 
 
En la zona de Ate Vitarte, se ha generado desde la década de los 80 una 
peculiar forma de adquisición de la propiedad, donde la misma se configura en 

                                                           
 Abogado por la Pontificia Universidad Católica del Perú. Ex miembro del Tribunal Registral de 
La Libertad. Ex Notario Público de Piura. Ex Juez Superior de la Corte Superior de Justicia de 
Lima. 
1
 Creada por R.A. Nº 316-2008-CE-PJ, de fecha 17 de diciembre de 2008. 

2
 Hemos revisado procesos judiciales, donde se hace referencia a partidas registrales que 

datan de inicios del Siglo XX, casos de la Hacienda Santa Clara o del Fundo Pariachi. 



una de interacción que linda de la formalidad a la informalidad. Y es que la 
forma preferida para acceder a los terrenos en esta zona, es a través de la 
configuración de las llamadas Asociaciones de Vivienda, figura asociativa sin 
fines de lucro, donde los principales directivos, muchas veces son los originales 
propietarios registrales, adjudicatarios de la reforma agraria o ex propietarios 
de fundos expropiados, que mantienen titularidad registral de áreas no 
afectadas por la reforma agraria, y sobre los cuales se admiten nuevos 
posesionarios de áreas, vía admisión de asociados, cuya regularización de 
terrenos es comunicada al momento de su admisión, y de la que todos tienen 
pleno conocimiento. La fragilidad de estas asociaciones, radica en que muchas 
veces no tienen la titularidad de los terrenos sobre los que recae su objeto 
social, sino muchas veces, solo derechos posesorios adquiridos de propietarios 
registrales, quienes les trasladaron a precio de predio rústico las extensiones 
de terreno que poseen.  
 
Por otro lado, estas llamadas Asociaciones por la presión de las circunstancias, 
adjudican prematuramente áreas de terrenos cuya ubicación no esta 
certeramente establecida, mas que por la fuerza de la posesión que ejercen y 
la prioridad del asentamiento que propician y favorecen, como una suerte de 
aseguramiento de su área de terreno. El problema se suscita, cuando: a) No se 
ejerce posesión inmediata de las áreas otorgadas por parte de los miembros de 
estas asociaciones de vivienda configuradas como urbanizadoras populares, o 
b) cuando el acto posesorio se ejerce por sobre áreas con titularidad registral 
que se mantiene a favor de terceros que en los hechos ya no ejercen acto 
posesorio alguno, como es el caso de aquellos que mantienen  titularidad 
registral.  
 
III.- TIPIFICACIÓN EQUIVOCA DE UNA REALIDAD 
 
En nuestra práctica jurisdiccional, han sido reiterados los casos de Usurpación 
Agravada que ha llegado a nuestras manos, y es que a razón de lo expuesto, 
en la zona de Lima Este, dígase Ate Vitarte, Chaclacayo y Chosica, se 
encuentra una alta incidencia de delitos de usurpación, donde el verbo rector 
que se ha tenido para fundamentar un auto apertorio de instrucción es el de la 
desposesión. Elemento fáctico que aunado a elementos que acrediten una 
posesión jurídica o, en el peor de los casos un derecho de propiedad, otorga al 
Juez elementos suficientes para avalar una condena del delito de usurpación.  
 
Al respecto resulta de suma importancia, el análisis legal del delito de 
usurpación en su descripción legal realizada por el ordenamiento penal, para 
poder llegar al punto donde se encuentra el problema, en la calificación que se 
viene haciendo para instaurar los procesos penales que llegaban en revisión a 
nuestra Sala. El artículo 202 del Código Penal prescribe:   
 

     “Artículo 202.- Será reprimido con pena privativa de libertad no 
menor de uno ni mayor de tres años: 



     1. El que, para apropiarse de todo o parte de un inmueble, 
destruye o altera los linderos del mismo. 
     2. El que, por violencia, amenaza, engaño o abuso de confianza, 
despoja a otro, total o parcialmente, de la posesión o tenencia de un 
inmueble o del ejercicio de un derecho real. 
     3. El que, con violencia o amenaza, turba la posesión de un 
inmueble”. 
 

Para efectos prácticos del presente artículo, nos centraremos en el inciso 2) del 
Artículo 202 del Código Penal según el cual ”… 2. El que, por violencia, 
amenaza, engaño o abuso de confianza, despoja a otro, total o parcialmente, 
de la posesión o tenencia de un inmueble o del ejercicio de un derecho real.”  
Resulta claro para cualquier operador judicial, que el derecho de propiedad no 
está configurado como bien jurídico tutelado en los delitos de usurpación, pero 
por increíble que parezca, este es el elemento que en muchos de los casos de 
calificación de auto de apertura de instrucción, es reseñado con mención de 
Títulos de propiedad, o inscripciones en Registros Públicos, para sustentar 
indicios de la comisión del delito de usurpación. Nota distintiva, que evidencia 
solamente un doloso desconocimiento de elementos tipificantes del delito de 
Usurpación. 
 

Debe pues tenerse en cuenta que “…La propiedad no se protege en relación al 
título de dominio del inmueble o al título de derecho real, sino en relación al 
hecho de la tenencia, posesión o cuasi posesión, esto es, respecto del ejercicio 
efectivo de la tenencia o posesión ejercida3.”  Y es que en este extremo 
tipificado en el inciso 2 antes referido, el elemento central es la desposesión 
con ataque a otros bienes como son la libertad personal, la vida el cuerpo y la 
salud de los ocupantes del inmueble, lo que significa, que en este extremo del 
delito de usurpación, estamos ante un delito pluriofensivo, toda vez que el 
inciso 2) del artículo 202°, hace referencia a desposesión con violencia, 
coacción engaño o abuso de confianza, siendo estos últimos los modos 
comisivos, que engarzan ineludiblemente con la desposesión. Así 
sucintamente, tenemos que la aplicación de fuerza física suficiente no solo para 
entrar sino también para expulsar al poseedor, la amenaza al ejercicio de dicha 
violencia que coacciona la voluntad del posesionario vulnerando de manera 
absoluta su libertad, el engaño como  medio para obtener la desposesión del 
inmueble mediante la desocupación, y finalmente el abuso de confianza de 
quien recibe la tenencia del inmueble a titulo que sea pero que al final se hace 
de la posesión con la desocupación del bien inmueble, constituyen los medios 
comisivos para alzarse con una posesión y despojar a quien la viene 
ejerciendo. 
 
En nuestra experiencia jurisdiccional, se ha podido determinar que en la 
mayoría de los casos que llegaban a la Sala, la calificación y condena de los 
procesos de Usurpación, se sustentaban en dos puntos, la existencia de un 
titulo posesorio (podría ser de propiedad, de adjudicación, asignación de áreas, 
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o como quiera llamársele) y la ocupación por parte del denunciado, del 
inmueble materia del delito, sin tomar una adecuada calificación y acreditación 
de la acción comisiva, imprescindible para la configuración del delito. 
 

IV.- JURISPRUDENCIA RELEVANTE 

Dentro de los muchos procesos que se han visto en la Sala Mixta Transitoria de 
Ate cuya competencia abarca la zona de Lima Este4, existe uno que condensa 
la problemática de la zona, y cuyo análisis resulta relevante. 

Es el signado con el Número 33-2009, resuelto por la Sala Mixta Transitoria de 
Ate con fecha 25 de setiembre de 2009, proceso que llegó a la Sala en grado 
de apelación de una sentencia condenatoria a cuatro años de pena privativa de 
la libertad suspendida, en la que a los condenados se les imputaba la comisión 
del delito de Usurpación Agravada.  

La sentencia apelada ameritó una revisión de la Sala, que derivó en la 
absolución de los sentenciados, por cuanto al analizarse lo actuado en el 
proceso, no se acreditó la existencia de los señalados medios comisivos, 
enmendando de esta manera un error de tipificación del Juzgado de origen  
que dio pie a que se imponga una equivoca sentencia condenatoria: 
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De los hechos descritos puede verse que a la acusada Maryluiza Barzola, se le 
inicia proceso de Usurpación, y posteriormente se le condena en atención a los 
documentos que presentan los denunciantes, que sustentan una supuesta 
entrega de posesión a su favor, pero de las declaraciones de ellos mismos se 
evidencia que no estaban en posesión del terreno. Por otro lado, según la 
sentencia de primera instancia,  la figura agravada queda establecida al señalar 
la participación del coacusado Wilfredo Valerio, por el simple hecho de haber 
participado en una Asamblea en la que se determinó entregar la posesión del 
terreno que se encontraba vacío a la acusada. 

No se establecía pues, en la sentencia subida en grado, el medio comisivo 
pertinente a los hechos, dígase la violación, amenaza o abuso de confianza del 
cual se hubiese valido la acusada para lograr el despojo. Por otro lado, resulta 
controversial, que al coacusado Wilfredo Valerio se le condene por haber 
viabilizado el acuerdo de Asamblea que decidió darle la posesión, cuando de 
los hechos mismos y descritos se establecía de manera fehaciente, que el 
inmueble se encontraba desocupado, y esto último por sentido común, no se 
podría haber tomado decisión sobre un terreno ocupado, circunstancia última 
que debió en todo caso también discutirse en dicha asamblea, pero que 
evidentemente no fue tema de la Asamblea, porque el inmueble evidentemente 
se encontraba desocupado, no obstante lo que hubiesen dicho los 
denunciantes.  

Esto quiere decir que al no existir posesión del agraviado, mal puede 
condenarse a alguien por usurpación, al no verse privado o despojado  a nadie 
del dominio sobre el inmueble. No obstante esto, el Juez emitió una sentencia 
condenatoria sustentándose en una posesión que ejercía en los hechos los 
agraviados, no resultando muy claro en que consistía dicha posesión en 
hechos.  

Siendo así, llegamos a la conclusión de que dicha afirmación es una falacia, 
por cuanto posesión ejercida en los hechos hubiese significado que el 
denunciante se encontraba en el inmueble, cuando se produjo el presunto 
despojo, ya sea directamente él o a través de terceros, cosa no ocurrió por 
cuanto de su propia manifestación policial señala que “…la denunciada usurpó 
su terreno en el mes de octubre del dos mil cuatro sin precisar el día, y es el 
mismo denunciante seguidamente quien de manera inconsistente señala que 
ocupa permanentemente el terreno y es el día doce de octubre del dos mil 
cuatro durante el día y en su ausencia al retornar a su casa  en horas de la 
noche que observó que se había construido una casita rustica por parte de la 
denunciada…”  Estamos pues ante un proceso en el que los mismos elementos 
de cargo no se constituían como tales. 

En lo que se refiere a la participación del coacusado Wilfredo Valerio, no existe 
responsabilidad objetiva ni subjetiva alguna, toda vez que su actuación se dio 
en base a una actuación funcional y en base a atribuciones que le confiere una 
Asamblea de Asociados que dio luz verde a conceder la posesión, y que se 
acreditaba con las actas de referencia, y que por otro lado evidenciaron la 
inexistencia de violencia alguna. La acusada actuó en consideración de que 



recibía el título posesorio de quienes tenían atribución para conceder tal 
derecho. 

 

V. CONCLUSIONES 

De todo lo esbozado líneas arriba, se puede concluir que: 

1.- La falta de una definición y/o regularización de un derecho de propiedad, de 
ninguna manera debe servir de elemento de cargo en la comisión de un delito 
de usurpación. 

2.- La simple existencia de prueba documental que pretenda sustentar un 
derecho posesorio, es prescindible en la determinación de la existencia de un 
delito de usurpación, cuando dicha documentación no sea prueba fehaciente 
del ejercicio fáctico de tal derecho. 

3.- En lo que se refiere al inciso 2) del artículo 202 del Código Penal, la falta de 
acreditación de haber estado ejerciendo, posesión constituye un elemento 
eximente de responsabilidad que no puede ser sustituido de manera 
documentaria. 

4.- En la práctica de la jurisdicción de Lima Este, es constante sentencias por 
usurpación bajo circunstancias en las que los denunciantes no se encuentran 
ejerciendo actos posesorios de los inmuebles de los que alegan haber sido 
despojados.  

Resulta pues, importante, que la actividad jurisdiccional en lo que se refiere a la 
calificación del delito de usurpación, bajo los lineamientos del inciso 2) del 
artículo 202 del Código Penal, sea escrupulosa en la observación de los 
elementos constitutivos del tipo penal, y este caso, del establecimiento del real 
ejercicio del derecho posesorio, mas allá de cualquier especulación arbitraria al 
respecto. 

 


